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			PRÓLOGO


			¿Se siguen robando niños en España en la actualidad? Esa es la pregunta que cientos de familias se hacen cada día a partir de situaciones dramáticas por las que pasan. La respuesta que cualquier ciudadano, de forma instintiva, daría es «no, es imposible». Para casi todos, resultaría increíble que a comienzos de S. XXI, en una democracia consolidada, en un país perteneciente al club de la Unión Europea, con todas las garantías y controles «democráticos», pueda pensarse que menores sean separados de sus familias biológicas para alimentar el «negocio» de la adopción u otros más oscuros.


			Sin embargo, este es un tema polémico que, aunque no tiene mucha repercusión en los medios de comunicación, está en la calle y en las redes sociales de forma constante y muy sonora.


			Miles de familias españolas sufren la separación forzada de sus hijos, en aras del «interés superior del menor», creándose cada día cientos de dramas increíbles, fomentados por un sistema administrativo de protección de menores, que comete errores de forma demasiado habitual, y que se sustenta en leyes profundamente injustas traduciéndose todo ello en dramas familiares dignos de ser conocidos y remediados. Para la inmensa mayoría de los afectados, los servicios sociales «roban niños» de forma impune, para alimentar las mafias del tráfico de menores, para ser adoptados o para fines mucho más viles, como el abuso sexual y la prostitución. 


			Periódicamente salta algún escándalo dentro del actual sistema, en el que se ven implicados los menores de edad tutelados por la Administración, en el que se producen abusos, malos tratos, fugas, o, en el mejor de los casos, se tuerce la vida del menor de edad que llega a los dieciocho años absolutamente desarraigado. En el momento de escribir este prólogo, y sin ánimo alguno de prejuzgar ni polemizar, se repite asiduamente en los medios el supuesto encubrimiento de un alto cargo de un Gobierno autonómico, hacia los abusos sexuales cometidos por su exmarido sobre una menor tutelada. 


			En definitiva, el sistema actual de protección de menores falla y crea dramas.


			Este libro está escrito por un hijo que busca a su madre y un padre que busca a su hija. Ambos desde hace muchísimos años. La búsqueda de ambos autores los ha llevado a conocer bien el sistema de protección en España, tanto los servicios sociales como el sistema judicial, y a enfrentarse a él para cambiarlo. Sus historias no son casos aislados, se repiten cada día y son miles las personas que están en su misma situación.


			Francisco Cárdenas (víctima del sistema y presidente de APRODEME) y Enrique Vila (adoptado y abogado que trabaja muchos años en este tipo de asuntos y un referente en el caso de los niños robados durante el franquismo y primeros años de la democracia) llevan muchos años buscando una solución. Y gritando a los cuatro vientos que este problema existe y es grave. Por eso nos planteamos escribir esta obra, que pretende huir del sensacionalismo o el dogmatismo, pero desde la objetividad quiere mostrar a toda la sociedad el drama de los tutelados. Exponemos para ello el problema, nuestra solución, también una serie de casos reales que conocemos personalmente muy bien y que congelarán el alma de cualquier persona mínimamente sensible. Además, añadimos un apartado de derecho comparado (qué pasa en otros países con el sistema de protección de menores).


			Queremos que esta obra sea informativa, amena, que despierte conciencias acerca de un problema gravísimo que sufre nuestra sociedad, y que abra el debate sobre su origen, funcionamiento y solución.


			Y queremos también que después de leerla, puedan ustedes mismos, lectores, responder a una terrible cuestión: ¿siguen robándose niños en España?


		




		

			Parte 1


			Un sistema que falla y nuestra solución


		




		

			Introducción


			El sistema de protección de la infancia y la adolescencia tiene como misión velar por el bienestar de nuestros menores. A ello dedica ingentes cantidades de recursos. En la práctica, dicho sistema ha derivado en una administración omnipotente e invasora de los derechos más fundamentales y que actúa fuera de los mínimos controles judiciales. Un sistema que es cuestionado desde todos los sectores afectados. Que necesita una reforma en profundidad. Son miles las familias en nuestro país que se enfrentan a diario a decisiones de los técnicos de los servicios sociales y miles los menores a los que este sistema, lejos de ayudar, les está generando un problema aún mayor, ahora y en su futuro como adultos. Es un problema poco conocido (aunque cada vez más). Que todo se haga por «el interés superior del menor» no justifica lo que ocurre ahora a diario. Es evidente que, en situaciones extremas, urgentes, la Administración debe actuar con toda la contundencia que se requiera, pero ello no puede servir de excusa para actuar igual ante cualquier situación en la que un menor tiene problemas.


			Cualquier persona puede, a lo largo de su vida, pasar por situaciones difíciles. De hecho, lo excepcional es encontrar alguna que nunca se haya encontrado con situaciones comprometidas en el ámbito laboral, personal, económico... Lo mismo ocurre con la familia. Precariedad económica o conflictos personales, entre otras razones, pueden llevar a situaciones que podríamos definir como de riesgo. Nuestro sistema se ha organizado para dar respuesta a estas situaciones mediante ayudas de todo tipo que se basan en principios como la igualdad de oportunidades o la justicia social.


			Sin embargo, existe un ámbito en el que se están produciendo a diario profundas injusticias y decisiones arbitrarias. El sistema de protección de la infancia y la adolescencia pretende, en principio, ayudar a las familias con problemas, pero en la práctica genera dolor, separa familias y tiene graves consecuencias en el desarrollo personal de los menores a los que dice proteger. Consecuencias que el sistema no verá, porque una vez ha cumplido los dieciocho años ya no es competencia suya. 


			En España había, en enero de 2021, 50.272 menores de 18 años tutelados por la Administración. Son menores declarados oficialmente como «desamparados», es decir, menores en los que alguien de la Administración ha decidido que sus padres o tutores no pueden hacerse cargo de ellos, y por tanto les son arrebatados en la mayoría de los casos a la fuerza.


			Vaya por delante que en muchos casos el Sistema actúa correctamente. Que por desgracia las situaciones límite en las que corre peligro la vida de un niño se dan. Que el maltrato físico o psicológico en el seno de la propia familia existe. Lo vemos de vez en cuando en las noticias. Pero estos casos son la minoría, la gran minoría de los casos que aborda la Administración. Ni muchos menos los más de cincuenta mil casos anuales (cifra además en constante aumento) de menores que están en desamparo. Y estos casos minoritarios, graves, no pueden servir para justificar que se actúe siempre con la máxima dureza, separar al menor de su entorno familiar. Se actúa «por si acaso» generando un daño muchísimo mayor del que se pretende evitar. Es un sistema de protección, sí, pero parece que de los propios técnicos para que nadie pueda recriminarles nunca que hubo una situación grave y no se actuó. 


			Así, nos encontramos con un sistema que recibe infinidad de quejas a diario, que está cuestionado desde todos los ámbitos como más adelante demostraremos. 


			Todos hemos oído hablar de los «bebes robados», donde los que tenían el poder en ese momento decidían de acuerdo con sus principios morales y religiosos lo que estaba bien y lo que estaba mal. Poseían la verdad y en consecuencia decidían cuándo una mujer podía ser madre o no. Y no dudaban en «robar» a ese bebé y entregarlo a otra familia que seguramente en la mayoría de casos actuaba de buena fe. 


			Muchas madres y padres expresan, hoy, que les han secuestrado a su hijo, que les han robado a sus niños… Estamos en un contexto social y político totalmente diferente al de hace unas décadas. Pero, aunque las formas y las estructuras organizativas han cambiado, hay demasiados vicios del pasado que siguen presentes. Son siempre historias diferentes, cada una un mundo; pero se repiten unas actuaciones que todas las personas afectadas denuncian: se prejuzga, se toman decisiones precipitadas, los adultos se sienten maltratados, no reciben la ayuda que necesitarían, etc.


			El sistema de protección de la infancia y la adolescencia necesita una profunda renovación. Es algo en lo que hay consenso incluso en parte de la propia Administración, aunque luego esta reforma se queda en el mejor de los casos sólo en aspectos cosméticos, laterales.


			Muchos documentos estratégicos y de todo tipo definen un marco de actuación que posiblemente genere un alto consenso, pero no se puede obviar que el día a día en la actuación de los técnicos, independientemente del color político de sus máximos responsables, presenta arbitrariedades, vicios y carencias que hay afrontar urgentemente. Como también ocurre en otros ámbitos, la distancia entre las buenas voluntades políticas, incluso legislativas, y la gestión diaria de los técnicos implicados es demasiado grande.


			Describiremos a continuación cómo funciona el sistema desde el punto de vista de las personas afectadas para demostrar la necesidad de este cambio radical, que se entenderá mucho mejor con los testimonios reales que se explicarán más adelante.


		




		

			Una realidad mucho más común
de lo que parece


			Podría parecer que estamos hablando de una problemática que afecta a pocas personas, además con perfiles muy concretos: familias desestructuradas, con problemas de adicciones o alcoholismo, marginales, sin recursos… Pero nada más lejos de la realidad. Son miles de familias en toda España las que de una manera o de otra se sienten víctimas del sistema de protección. Familias de todo tipo y condición social. 


			Es un problema poco conocido. En parte por culpa de las propias personas afectadas, porque explicar que te han retirado a tus hijos no es cómodo ni fácil. No genera comprensión porque la primera reacción es la de que «algo habrá hecho». Tampoco a nadie, a priori, se le ocurre pensar que la Administración está para retirar menores sin causa justificada.


			La situación cambia cuando hay posibilidad de visibilizar estas realidades, sea a través de las redes o de asociaciones de familias afectadas, que generan los cauces para poner en común lo que ocurre. Descubrimos entonces que no se trata de problemas puntuales, al contrario, afectan a muchísimas personas. Y, además, nos puede tocar a nosotros en cualquier momento. Nadie está protegido frente al sistema de protección.


			Las competencias en la protección de menores están transferidas a las comunidades autónomas. A pesar de ello es curioso observar que las denuncias, los vicios, las maneras actuar… se repiten por igual en cualquier parte. Quizá por herencia de un pasado común. El caso es que el modelo es el mismo siempre en cualquier lugar: una organización compleja, que escapa a los mínimos controles judiciales o de cualquier otro tipo, que se siente poseedora de la verdad cuando justifica cualquier decisión basándose en el «interés superior del menor», que se me mueve en el ámbito estrictamente administrativo ante el que un ciudadano, en especial si no tiene recursos, poco puede hacer. Estos son algunos de los comentarios recurrentes de las personas afectadas: «Interpretan cualquier hecho según su conveniencia, siempre en contra del afectado». «Lo que pone en los informes no es verdad, no es lo que he dicho yo».


			Los informes que hacen los técnicos se elaboran muchas veces a partir de entrevistas con las familias. En esa entrevista la técnica o técnico de turno toma sus notas y posteriormente elaborará un informe, quizá días después. Como es lógico, en él recogerá lo que le parezca importante y significativo, aunque no coincida con lo que la familia le explicaba. Esta metodología provoca fácilmente que los informes sean muy subjetivos, que sólo recojan aquellos puntos que refuerzan la idea preconcebida que el técnico ya tenía. Son informes ante los que no cabe hacer matizaciones o mostrar desacuerdo. Recuerdo una experiencia personal ante una de las técnicas del ICAA (Institut Català de l’Acolliment i de l’Adopció) cuando le hice ver que el informe que había elaborado no recogía ciertas cosas, como por ejemplo un informe demoledor del Síndic de Greuges (el Defensor del Pueblo en Catalunya) contra su actuación. La respuesta fue que «esto es un informe de la Administración y la Administración soy yo, ¿o es que me vas a enseñar tú ahora a hacer informes?».


			La solución pasaría por la grabación de todas y cada una de las entrevistas a las familias. ¿Por qué se graban los juicios, por ejemplo? ¿O tantos otros actos importantes? En primer lugar, para que luego se puedan revisar, pero también para evitar que nadie escuche algo diferente a lo que se dijo y por tanto saque conclusiones que no se ajusten a la realidad.


			Quién recoge la información también la interpreta (por tanto, la subjetiviza) y lo que escribe sirve de base para los informes y propuestas. Los informes técnicos deberían ser objetivables. La transparencia también debería darse en la actuación de los profesionales y proteger la intimidad del menor no se puede alegar como excusa para la opacidad. 


			«Se denuncia el abuso de poder, la superioridad y que la Administración no contrasta las informaciones».


			Los técnicos de la Administración se posicionan como garantes de la felicidad del menor. Es la función que la sociedad les ha encomendado y para la que se habrán preparado durante años. Poseen la verdad y entienden lo que más conviene en cada caso. Al otro lado de la mesa está la familia. Automáticamente esta familia será la que está haciendo las cosas mal, la que se equivoca. Administración y familia pasan a ser «enemigos».


			Con una metodología nuevamente muy cuestionable se usarán informes de hace años, aunque la realidad no tenga nada que ver. Se admitirán como pruebas lo que son, en el mejor de los casos, indicios. Los testimonios o las llamadas anónimas tendrán valor. Curiosamente se harán valoraciones de los adultos, de su capacidad parental, de su personalidad, de su carácter o predisposición… pero sin ninguno de los recursos que los diagnósticos de un adulto requieren. No necesitarán recurrir a expertos externos porque ellos entienden no sólo hasta los dieciocho años (su límite competencial) sino también en la vida adulta. 


			Los equipos técnicos consideran que los únicos fiables para determinar el interés del menor son ellos. Las madres y padres son sospechosos y deben averiguar si la sospecha se convierte en certeza.


			«Un niño es igual a dinero».


			Es otro de los comentarios recurrentes, una durísima acusación que muchas personas manifiestan buscando una justificación a aquello de lo que han sido víctimas. 


			El sistema de protección es un entramado complejo de muchas entidades, fundaciones, federaciones… Mueve cantidades importantes de dinero. Aunque la cifra oficial es que un menor en un centro cuesta más de 4000 euros al mes, la realidad puede suponer inversiones mucho mayores. Por ejemplo, una determinada fundación en Catalunya que gestiona muchos centros recibió bajo diferentes conceptos más de 2,5 millones de euros para un solo centro, lo que en la práctica supone más de 7000 euros al mes por cada plaza que tiene. 


			Según datos del Síndic de Greuges la Administración catalana (los números son similares en las demás comunidades autónomas) destina a un menor en un centro hasta 30 veces más presupuesto que a ayudar a ese menor en su familia. 


			Se trata además de un sistema fuertemente privatizado. En Catalunya sólo el 20 % de los centros de menores son públicos. 


			Por si fuera poco, los mecanismos de adjudicación y contratación presentan serias dudas: según publicó la revista Crític a partir de datos del portal de transparencia de la Generalitat de Catalunya, de un total de 457 millones de euros adjudicados a entidades del tercer sector que gestionan centros de menores o pisos asistidos, 370 millones lo fueron sin publicidad y sin concurrencia pública. Así se reconoce también en la propia página web de alguna de las fundaciones antes referidas, donde se informa de contratos de más de 1,7 millones de euros mediante la fórmula de «negociado sin publicidad» y al que curiosamente sólo se ha presentado un licitante, ellos. Como es de esperar el importe de licitación y el de adjudicación coinciden al céntimo, algo muy raro en cualquier concurso público de la Administración.


			«Robo…», «secuestro…».


			Como decíamos antes, con frecuencia las personas afectadas refieren su experiencia como víctimas de un robo, de un secuestro. Una situación por la que pasan muchísimas familias es la siguiente: los padres son citados a una entrevista en las dependencias de la Administración. En ese momento se les notifica la declaración de desamparo de sus hijos y en paralelo la policía acude a la escuela del menor para llevárselo.


			No media ninguna orden judicial y muy pocos son los directores que no permiten que la policía entre en su escuela sin dicha orden. La mayoría, de acuerdo con protocolos que están muy bien definidos para eximir de responsabilidades a todos, permiten que entren y se lleven a ese menor. No hace falta decir mucho sobre el impacto que una actuación de este tipo tiene en el niño o en sus compañeros de clase.


			«No se valora la situación familiar actual, se centran en el pasado».


			La primera vez que una persona acude a los servicios sociales se abre un expediente. Este informe irá creciendo con sucesivas actuaciones de los servicios correspondientes, aunque sean otros porque irán pasando de mano en mano, que siempre recogen el historial de la familia. 


			Así, una persona se encontrará con situaciones que pasaron hace muchos años, que quizá ya estén totalmente superadas, que forman parte de su pasado y no de su presente. Pero que condicionan la imagen que los técnicos se harán de dicha persona. 


			Es frecuente ver, en los expedientes de la Administración, un mismo informe repetido hasta la saciedad porque cada técnico por el que pasa lo reproduce en sus propios informes. 


			«La Administración de menores genera miedo».


			Hay miedo ante cualquier actuación de la Administración. Se tiene miedo de quejarse, reivindicar, pedir explicaciones. El poder sobre los hijos sometidos a tutela lo tiene el mismo equipo técnico que ha emitido la resolución de separación. Este poder para retirar y devolver los niños implica que las familias tratan de evitar el conflicto con los equipos, y desconfían. Sienten que sus hijos son rehenes. Si ya causa perplejidad que se quiera enseñar a unos padres a hacer de padres, sin tener los hijos, no hay calificativo para catalogar el hecho de que se pretenda eso, además, desde la total desconfianza de los padres hacia los técnicos que se supone que los han de ayudar y guiar.


			Hemos derivado hacia una parte de la Administración, la responsable de menores, que genera miedo y desconfianza. A poco que buceen por las redes o se informen por cualquier otro medio, las personas se preguntan si es conveniente que acudan a los servicios sociales o si será peor. Es algo que como sociedad no nos podemos permitir. Imaginemos que los enfermos no fueran al hospital por miedo a que los maten, o los niños al colegio porque sus padres piensan que no aprenderán nada. Esas dudas, en relación a los menores, las tienen muchas personas que temen que la primera reacción antes que recibir ayuda sea la de ver cómo retiran a sus hijos.


			En demasiadas ocasiones, cuando la familia ha entrado en el sistema recibe amenazas y coacciones para obtener resultados: si no cumples con esto o no haces aquello, no verás a tus hijos o no te los devolveremos. El mismo equipo que ha retirado al menor impone las condiciones, controla la ejecución y decide si se están cumpliendo para así devolver a los niños. Todo el poder está en un solo equipo, desde el primer día, y eso conlleva arbitrariedades y problemas personales.


			Las familias afectadas dicen: «Nunca se considera que cumplimos los planes de trabajo. Siempre salen elementos nuevos. Es todo totalmente subjetivo y el técnico de turno es el único que lo interpreta todo».


			La rectificación no existe,
la crítica no es bienvenida


			Las decisiones no se pueden cuestionar. Preguntar, quejarse, cuestionar tiene como consecuencia una reducción del número de visitas con los niños retirados. «O te portas bien o no verás tus hijos». La temida frase «la familia no colabora» se refleja como un hecho que impide el retorno de los hijos, cuando no colaborar en muchas ocasiones es preservar la intimidad ante injerencias innecesarias y, en definitiva, reclamar los derechos de las familias y de los niños, que nadie, en ningún otro ámbito, osaría vulnerar.


			El sistema está más cuestionado que nunca a medida que se conoce cómo está estructurado y los resultados que obtiene. El debate está encima de la mesa. Hasta ahora la reacción de la Administración ha sido la de enrocarse en sus posiciones y la conclusión que saca es que no se explica bien su labor. Es decir, con publicidad y propaganda pretenden poner en valor su trabajo, pero sin entrar en el fondo de las muchas críticas que recibe. 


			Llama la atención que en un documento titulado Plan de mejora del sistema de atención a la infancia, la adolescencia, la juventud y sus familias, elaborado por el Gobierno de Catalunya en marzo de 2021, uno de los objetivos sea «Reducir y evitar la estigmatización del sistema de protección, de los profesionales que intervienen…». Quizá harían mejor en preguntarse por las razones que han llevado a esa «estigmatización».


			Cuando las críticas han sido intensas el sistema ha reaccionado de una manera furiosa. En mayo de 2018 dos rigurosos documentales1 y un posterior debate en el programa Sense Ficció, de TV3, pusieron encima de la mesa el problema y generaron reacciones de todo tipo. El sistema se veía amenazado.2 Y así, en infinidad de ocasiones en los últimos años.


			


			

				

					1	Desemparats, el dolor:


						http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/sense-ficcio/desemparats-el-dolor/video/5766640/


						Desemparats, l’abús:


						http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/sense-ficcio/desemparats-labus/video/5768167/


						Desemparats, el debat:


						http://www.ccma.cat/tv3/alacarta/desamparats-el-debat/desemparats-el-debat/video/5768800/


				


				

					2	Aquí pueden verse cientos de denuncias en prensa, radio, televisión, redes... hechos desde APRODEME: http://esmihija.es/dossier-de-prensa/


				


			


		




		

			Cuando buscar ayuda es meterse en la boca del lobo


			Hay consenso en afirmar que el Estado —en ejercicio de la función que tiene de garante de un sistema social justo— debe ayudar a las familias que, por dificultades del tipo que sea (económicas, personales, etc.), atraviesen una situación complicada en la que los niños pueden recibir, de rebote, las consecuencias. Como sociedad, estamos obligados a poner los mecanismos necesarios para minimizar el impacto que estas dificultades familiares puedan tener sobre los niños miembros de una unidad familiar.


			A menudo el primer contacto de la familia con los servicios sociales se hace en un clima de confianza. Se acude a ellos a buscar ayuda y ellos están para dártela. Los técnicos son amables y las personas les abren su corazón y en ocasiones su casa, explican cosas íntimas, se ponen en sus manos. Pero este posicionamiento de la Administración como garante del bienestar del menor automáticamente coloca a la familia como la que hace las cosas mal, la enemiga. Pasado ese primer momento de «buen rollo», la Administración comienza a actuar utilizando, casi siempre, la información que la familia les dio de buena fe. Así, una discusión hace un tiempo con tu pareja se convierte en un indicio de maltrato que subirá a la categoría de prueba sin otra cosa que el criterio del técnico. O un problema en la relación en el trabajo, por ejemplo, derivará en una valoración de que esa persona es conflictiva o inestable. Aunque sean todas ellas cosas que ocurrieron hace muchos años y en otros contextos, y que posiblemente ya están superadas.


			La percepción que se tiene, en las familias afectadas y en un nada despreciable conjunto de profesionales que conocen este ámbito, es que la reacción de la Administración es a menudo desmedida y produce el efecto contrario. Las familias denuncian que cuando se ponen en manos de los servicios sociales especializados en menores (derivados por los servicios sociales, a los que han recurrido para pedir ayuda o bien cuando estos servicios sociales especializados en infancia deciden irrumpir, convencidos de que tienen suficientes indicios de que se atraviesan dificultades que impiden tener cuidado de los hijos) lejos de minimizar los problemas, a menudo crean otros nuevos, aún más traumáticos para los niños. Las familias se ven atrapadas en una inmensa tela de araña de la que no saben cómo salir.


			Una situación muy frecuente es el doble maltrato que supone para una mujer víctima de violencia de género sufrir la retirada de sus hijos, como medida preventiva. Ni que decir tiene el sentimiento de culpabilidad que se genera en este menor, entre otros daños.


			Demasiado a menudo el primer paso es sacar, apartar al niño de esta familia. Se resuelve apartar a un niño de su familia y se justifica con la palabra prevención. La prevención no es anticiparse a actuaciones de las que solo se sospecha, para evitar supuestos problemas que no está probado que existan y sin analizar en profundidad la situación del menor dentro de la familia, sus referentes afectivos y su entorno global. 


			El siguiente testimonio refleja bien la situación por la que pasan muchas personas.3


			Empezaré por presentarme, me llamo María (nombre ficticio porque tiene miedo a represalias de los servicios sociales) y tengo veintisiete años. Estuve cuatro años tutelada por la Administración (y también mis tres hermanos, los dos pequeños aún están en centros diferentes).


			Mis hermanos y yo entramos en un centro en una época muy difícil para mis padres, y también por una enfermedad de mi hermana (diabetes, que para mis padres era en aquel entonces una enfermedad desconocida y les costó entender). (…) Yo, como hija mayor, cuidaba de mi hermana, por temas culturales. Para mi padre no era importante que yo, una chica de catorce años, no fuera al colegio. Hasta allí llegaron mis padres con sus equivocaciones.


			Y alguna vez se les ocurrió pedir ayuda a los asistentes sociales, y allí empezó la pesadilla y la destrucción de mi familia.


			Todo empieza un mañana de un martes a las nueve y media. Dos asistentes sociales y dos mossos de escuadra entran en nuestra casa como si fuera una película, corriendo por las habitaciones, recogiendo nuestra ropa en sacos de basura. Lo más impactante para mí es el momento en el que separan a mi hermano de nueve meses del pecho de mi madre.


			Desde que entraron hasta que se fueron no pasaron ni diez minutos, como si fuera un rescate de bomberos, cuando otras veces habían entrado en nuestra casa y tomaban té y comían pasteles con nosotros y nuestros padres. Pero claro, mis padres aquella mañana eran un peligro y tenían prisa en separar a una familia, que era una familia con problemas, pero una familia donde había amor.


			Mis padres lo hacían lo mejor que podían. Yo era una adolescente y lo supe entender, pero a mis hermanos pequeños les costó mucho. En un centro aprendes qué significa ser una basura para la sociedad… En un centro no hay nadie que te escuche, ni nadie te pregunta si estás bien. Te dicen que si no estás bien puedes salir por la puerta y que ellos harán la denuncia a la policía. No les importa tu vida en absoluto, que ellos dormirán tranquilos (palabras textuales de un director de centro a mí, una chica de dieciséis años). 


			¿Dónde está la protección del menor? Mis padres han podido aguantar el dolor y han hecho lo imposible para mejorar su situación y lo han logrado, y también han hecho lo imposible para recuperar a mis hermanos, pero por desgracia no lo han conseguido. Solo fines de semana y festivos y algunas semanas de vacaciones (padres ineptos para ser padres los días laborales, pero buenos padres los festivos, no sé si reír o llorar).


			En nuestro expediente hay más mentiras que verdades, habla de maltrato sin ninguna prueba. Podría seguir así todo el día… Ojalá pudiéramos cambiar este sistema que necesita urgentemente una reforma.


			


			

				

					3	 Denuncia recibida en APRODEME, noviembre de 2016.


				


			


		




		

			Un sistema kafkiano


			Así ha sido calificado, kafkiano, el sistema de protección de la infancia y la adolescencia muchas veces. 


			Las historias de Franz Kafka se sitúan siempre en el límite de lo que podríamos llamar posible, donde lo cotidiano y lo absurdo se entremezclan en una atmósfera angustiante. Miles de familias en España llegan a sentirse protagonistas de uno de sus relatos a causa de un sistema de protección de menores con más sombras que luces.4


			Para la administración de menores los indicios, las sospechas, las llamadas anónimas… tienen categoría de prueba. La inversión de la carga de la prueba está presente a todas horas: la Administración acusa y la familia es la que ha de aportar razones para desmentir dicha acusación; aquí uno es culpable hasta que no se demuestre lo contrario. El marco legislativo y normativo da todo el poder a los técnicos para decidir sobre el futuro de un menor. Sin control de ningún tipo. En la práctica se confunden situaciones «de riesgo» y situaciones «de desamparo». El sistema sólo sabe intervenir, radicalmente la mayoría de veces, pero no sabe prevenir, ayudar a las familias para que la primera opción no sea la retirada del menor de su entorno. Y por si fuera poco el sistema (público) retira al menor y lo da a una entidad (privada) que no está sometida a ningún tipo de control ni auditoría sobre su trabajo.


			La Administración, ante un juez, tiene presunción de veracidad. Y eso está bien en los sistemas que tienen los mecanismos de control para vigilar y perseguir las arbitrariedades de los propios servidores públicos. A menudo asistimos a juicios en los que la familia que lucha por recuperar a sus hijos aporta muchas pruebas y la Administración, en el mejor de los casos, ninguna. A menudo insinuaciones, acusaciones vagas, anónimas o interpretaciones. No necesita pruebas, ante un informe con el logotipo de la Administración, en la mayoría de jueces quedan pocas dudas. La desesperación de las familias, que aportan infinidad de testigos que no son tenidos en cuenta, es recurrente.


			En ningún momento se facilita asistencia jurídica. En todo el proceso los equipos técnicos insisten en que no es necesario que los padres reciban asesoramiento, ya que, si cumplen con todo lo que les es requerido, los técnicos están allí para ayudarles a superar las dificultades. Se confunden los roles y confunden al ciudadano. El poder es ejercido discrecionalmente por la Administración y se insinúa que aquellos padres que hacen oposición judicial, o se buscan un abogado para asesorarse, son peores y presentan conflictos. En cambio «los buenos» son los que confían en la Administración. Presentarse a una reunión acompañado de abogado no está bien aceptado. Aunque es un derecho que cualquier ciudadano tiene, este hecho incomoda a los técnicos que intentan evitarlo. Tanto es así que, en la resolución de desamparo que se entrega a la familia se señala, literalmente:


			En caso de que quieran oponerse judicialmente a la resolución tienen que presentar un escrito ante el juzgado decano de los de Primera Instancia de Barcelona…. Indicando brevemente su petición y la resolución a la que se oponen, sin que sea necesario, en este momento inicial, la intervención de abogado y procurador.


			Sin abogado y de una forma breve… En la práctica es una falacia que cualquier persona pueda disponer siempre de un abogado para pleitear contra una decisión de la Administración. No todas tienen la capacidad y los recursos económicos para hacerlo, en procesos largos que posiblemente requerirán informes periciales que también hay que pagar, entre otros muchos gastos. Si la familia no tiene recursos y cumple determinados criterios puede recurrir a la justicia gratuita, es decir, abogados que no tienen por qué ser expertos en materia de menores y que en todo caso no harán un acompañamiento de la familia más allá de los aspectos estrictamente procesales. 


			Debería prevalecer el principio de estabilidad y preservación de los vínculos afectivos del niño con sus familiares o cuidadores. El régimen de visitas de un menor ingresado en un centro o en una familia de acogida se debe acordar con intervención de la propia familia, en atención de los horarios laborales y las posibilidades de los progenitores y de los horarios escolares del niño, y no ser marcado por la Administración unilateralmente.


			No se valora la importancia de los primeros años en el desarrollo integral de la persona el resto de su vida. Los daños antes de los dieciocho años pueden aparecer en cualquier momento de la vida. No se tienen en cuenta las posibles secuelas psicológicas, tanto en los adultos como en los niños, derivadas de las decisiones tomadas por la Administración y que pueden aparecer con el paso del tiempo. No es de recibo responder que a partir de la mayoría de edad ya no son responsables de estas personas. Es algo que los expertos psiquiatras advierten insistentemente, pero a la administración responsable de infancia y adolescencia parece interesar poco.


			Cuando un menor es ingresado en un centro se establece un régimen de visitas. Estas pueden ser de una hora a la semana, o quincenalmente, o cuando los técnicos decidan…. Si el objetivo es rehacer los vínculos familiares se trata de una situación difícil de entender. Responde más a una visión carcelaria, en la que al reo se le permiten visitas periódicas con sus familiares, que a un trabajo con la familia. Además, estos encuentros se hacen en espacios fríos, controlados, con la presencia del técnico muchas veces. El padre o la madre han de medir sus reacciones, lo que le dicen a su hijo, los regalos que le llevan, las promesas que le hacen… Si no se ajusta a lo que se considera correcto la familia será castigada, y las visitas pasarán, por ejemplo, de ser semanales a quincenales. La familia ha de aceptar lo que se le impone. Si protesta y no está de acuerdo con la situación, rápidamente en los informes aparecerá la temida y fatídica coletilla de «los padres no colaboran». 


			Se debería establecer un protocolo de actuación que garantice el derecho efectivo de defensa (el ejercicio del derecho contenido en la Ley 30/92 del Procedimiento Administrativo Común, por el que todo ciudadano tiene derecho a presentarse ante la Administración con su asesor).


			


			

				

					4	Álvarez, Inés; Tapia, Laura. Kafka y los niños desamparados. Se puede acceder a este trabajo en: http://esmihija.es/wp-content/uploads/2015/07/Kafka-y-los-ni%C3%B1os-desamparados.pdf


				


			


		




		

			Se retiran menores sin derecho
de defensa ni garantías procesales


			El sistema de protección a la infancia otorga a la Administración ordinaria un poder tan grande que, sin pasar por ninguna autoridad judicial, puede separar a un menor de su familia, ingresarlo en un centro, cambiarlo de escuela, alejarlo de su entorno natural de manera preventiva, sólo con indicios y sin ninguna prueba fehaciente. Y todo ello, con una simple resolución administrativa de desamparo, que establece unas medidas de rotura de las relaciones naturales del niño (familiares y de todo tipo).


			No es cierto, como hemos escuchado muchas veces a responsables de la Administración, que las garantías judiciales están presentes desde el momento de la retirada. Cuando se produce una declaración de desamparo es verdad que se comunica a Fiscalía. Simplemente se comunica, sin enviar todo el expediente del menor, que permitiría a un fiscal analizar el caso y ver si la decisión es correcta. Esto no pasa, es un acto administrativo formal en que esta comunicación se acumula a otras miles que se reciben cada año, pero ni un fiscal ni por supuesto un juez las revisa. Fiscalía no entra en el asunto, nunca revisa si la decisión ha sido correcta. La propia Administración señala que nunca Fiscalía ha rechazado una de estas comunicaciones. Son miles cada año y ¿nunca hay nada que decir por parte de Fiscalía? Es obvio que se trata de una pura formalidad sin ninguna consecuencia práctica y no de un control judicial. Llamar a esto «garantías judiciales» parece un poco exagerado.


			Para retirar a un menor no hace falta un juez, pero en cambio para recuperar al hijo, en caso de desacuerdo con la resolución administrativa, para volver a la situación anterior a la intervención de la Administración, sí hay que recurrir a un juez.


			La ley establece que los padres disconformes con la resolución administrativa tienen dos meses para impugnarla, pero sin la suspensión del acto realizado administrativamente. En el mejor de los casos un juez intervendrá, por primera vez, al cabo de muchos meses y a instancia de la familia. Mientras tanto, el niño ha convivido con otra familia o en un centro.


			La intervención sobre la familia apartada de su hijo recae sobre los mismos profesionales (educadores sociales, psicólogos, trabajadores sociales) que han ejercido el poder de separarlo de la familia. La familia observa como aquellos que los han separado de los hijos pretenden actuar utilizando mecanismos de pseudoconfianza con ellos y estableciendo un trabajo pseudoterapéutico. Es insólito que quien ostenta el poder de separar a un menor de su familia pretenda trabajar con unos familiares la recuperabilidad de la convivencia, intentando utilizar otro mecanismo que no sea la imposición y la coacción.


			Es un hecho impropio de un Estado de derecho. Es como si un juez de instrucción que ha de investigar sobre el delito pretendiera, mientras dura la investigación, trabajar en el tratamiento con el justiciable, que sabe que ese juez tiene el poder de enviarlo a juicio o no. Y todo esto mientras el justiciable está en prisión provisional. Todo el mundo ve que esto no tiene ni pies ni cabeza.


			Saber de dónde venimos puede ayudar a entender semejante situación. La ley vigente durante la mayor parte del siglo XX era de 1948. Los menores infractores de la ley penal y los menores desamparados eran recogidos por el llamado Tribunal Tutelar de Menores, e ingresados en centros (reformatorios) hasta su mayoría de edad. En todo este proceso no intervenían jueces, fiscales, ni por supuesto abogados. La Constitución española de 1978 estableció que nadie puede ser privado de libertad sin procedimiento previo, y por tanto, también los menores pasaron a ser iguales que los adultos ante la ley. Aún así la norma de 1948 siguió vigente hasta que una sentencia del Tribunal Constitucional la declaró inconstitucional. A partir de ese momento los menores infractores debían tener un proceso penal con garantías, ante un juez de la jurisdicción penal, con un abogado y un fiscal.


			En la actualidad, los juzgados penales entienden de los menores que han cometido un delito o falta penal. Para los menores objeto de protección el Código Civil y las leyes de infancia, regulan la sustitución por el sistema de tutela a los menores de edad y son los juzgados de familia quienes conocen de estos temas.


			Es tal la suposición de que la Administración actúa correctamente en el ámbito de la protección a la infancia, que la oposición a sus resoluciones solo ocupa dos artículos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el artículo 779 y el artículo 780. Será que los menores no necesitan más.


			Resulta también curioso que sean los juzgados civiles, de familia, los competentes para conocer y dirimir si la Administración ha actuado o no correctamente en el supuesto de impugnación de una resolución de desamparo, ya que los procedimientos civiles de la LEC y de los que se ocupan estos juzgados son concebidos para resolver conflictos entre particulares, no en pie de igualdad contra la Administración pública, algo totalmente imposible ya que cualquier administración arrasa al particular, y aún más en este ámbito.


			La discrecionalidad que otorga la ley a la administración de protección de menores es enorme. Únicamente, utilizando la cláusula genérica «interés superior del menor» se valida cualquier actuación.


			Por ejemplo, la concesión de visitas a los padres, cuando los menores están tutelados por la Administración, depende del equipo concreto que trata al menor y que ha tomado la decisión de que la medida de protección de aquel niño sea la separación de su familia. Son actos administrativos (emanados de una Administración pública) y, por tanto, deberían revestirse de una formalidad concreta en cuanto a fundamentación para denegar o autorizar una ampliación o suspensión. Pues bien, el recurso judicial único es sumarse a la acción principal en contra de la resolución de desamparo y ante el juez de familia.


			Teniendo en cuenta que la jurisdicción civil está concebida entre iguales y particulares, la desigualdad de armas ante esta jurisdicción es flagrante. El particular está claramente en inferioridad de condiciones ante la Administración.


			El desamparo lo debe determinar un juez


			Si el desamparo comporta la separación del menor de su entorno habitual, debería ser autorizado por un juez. No nos olvidemos que estamos hablando de un derecho fundamental, y solo sería posible ingresar a un menor en un centro o sustraerlo de su familia si el juez lo determinara en una resolución judicial.


			Es el criterio que se aplica, por ejemplo, en el caso de una orden de alejamiento u otras medidas en casos de violencia de género. Es un juez el que la decide, en un procedimiento de urgencia, y no el funcionario de la Policía que ha intervenido en el caso. La falta de recursos materiales o la lentitud de la Justicia no pueden ser argumentos en contra de esta medida. 


			No es algo impensable, ya se están aplicando mecanismos de urgencia en otros temas relacionados con menores. En el caso de la sustracción internacional de menores, se modificó la ley para garantizar la intervención inmediata del juez. El artículo 778 de la LEC establece que «el secretario judicial resolverá sobre la admisión de la demanda en el plazo de las veinticuatro horas siguientes y si entendiera que esta no resulta admisible dará cuenta al juez para que resuelva lo que proceda dentro de este plazo».


			Debe ser el juez, de acuerdo con un procedimiento contradictorio, el que decida retirar al menor de su familia, aunque sea de forma provisional. Esto es así cuando en un proceso de divorcio se debe decidir con qué progenitor quedarán los hijos. Atenta contra el Estado de derecho que estas situaciones provisionales se perpetúen años, en los que la Administración decide, sin contradicción, cómo y de qué manera se ha de organizar la vida de los menores. En nuestro sistema judicial, se diferencia entre el juez instructor (que investiga, propone...) y el juez que finalmente dictará sentencia. ¿Por qué? Se supone que quien debe decidir puede estar contaminado por el proceso de investigación. No ocurre así en el sistema de protección a la infancia y la adolescencia. Todas las figuras se confunden en una.


			Se debe prohibir que se comunique o notifique y se ejecute la decisión administrativa de retirada de un menor en el mismo momento. No nos estamos refiriendo a casos extremos en los que incluso puede estar en peligro la vida del menor y está justificada la urgencia de la medida. Estos casos son una minoría y requieren intervención urgente. La inmensa cantidad de casos restantes no necesitan esta inmediatez. Las cosas no son siempre blancas o negras. Nos movemos en una amplia gama de grises y por tanto no podemos dar el mismo tratamiento siempre. Se permite (a partir de una resolución administrativa «provisional») notificar la resolución y ejecutarla, en muchas ocasiones en el mismo acto, sin el cumplimiento mínimo de garantías procesales. Y todo esto se realiza obligando a firmar la notificación de retirada sin asesoramiento jurídico, ni siquiera informando en derecho. Nadie debería ser privado de libertad sin un procedimiento justo y los niños son privados de la libertad de vivir en su familia en nombre a su interés, y son ingresados en centros donde no hay libertad deambulatoria, o entregados a otra familia de acogida.


			No tenemos un sistema garantista


			La protección del menor, en ocasiones, exige celeridad entre la adopción de la medida y su ejecución. Sin embargo, en muchos otros casos no es necesaria esta urgencia y por ello debe existir un procedimiento de acuerdo con derecho en el que los padres acogedores o guardadores tengan un sistema para aportar pruebas en su defensa, asistencia letrada antes de adoptar la medida y, en consecuencia, un derecho de defensa con plenas garantías procesales.


			El sistema actual es perverso: los equipos técnicos realizan un informe y propuesta, y los equipos jurídicos la validan, le dan forma jurídica y la ejecutan. Con posterioridad, una vez el menor está fuera de su entorno, pueden transcurrir hasta seis meses para un nuevo informe en el que se confirme, o se deje sin efecto, la resolución administrativa. Todo este tiempo transcurre con el menor fuera de su entorno y con un régimen de comunicación (una vez a la semana o cada quince días, una hora de visita vigilada) que aleja al menor de su entorno y provoca sufrimiento a todos los intervinientes. Tampoco existe un sistema reglado donde se establezca el régimen de visitas, sino que es una decisión del mismo equipo que ha realizado el informe o de los centros de menores. Nos volvemos a encontrar con un amplio margen de discrecionalidad y, en consecuencia, posibilidad de arbitrariedad, o de sumisión del derecho del niño a las necesidades y posibilidades de la organización.


			Las mínimas garantías jurídicas y procesales: presunción de inocencia, derecho de defensa, contraste de pruebas, proporcionalidad… brillan por su ausencia. 


			Este sistema no es garantista. Una de las formas utilizadas para mantener «garantismo» en el ámbito penal es la pormenorizada tipificación de los delitos, que impone la obligación de que la conducta del presunto delincuente sea acorde con alguna de las tipificadas en el Código Penal. Por contra, en el ámbito de la protección de la infancia los motivos de desamparo de un menor pueden ser cualesquiera de los que le parezca a un técnico desde su punto de vista más subjetivo.5


			Este mismo argumento lo defiende el Defensor del Pueblo,6 que establece que «por todo ello, se llega a la conclusión de que la revisión judicial de un desamparo debería ser obligatoria y realizarse de forma inmediata, además de que las causas de desamparo deberían estar tipificadas».


			En el sistema actual
de protección de los menores no existe el derecho de defensa efectiva


			Así lo reconoce el TC7 cuando concluye que se ha vulnerado el derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de jueces y tribunales. Los guardadores de hecho son menospreciados por la Administración. Nuevamente, más allá de lo formal, para la Administración el interés del menor es lo último. Antes está el cumplimiento de sus normas y protocolos.


			El derecho administrativo nació para frenar la tendencia invasiva a limitar los derechos de los ciudadanos por parte de los poderes públicos. En el sistema de protección a la infancia en nuestro país el control judicial es prácticamente nulo.


			La justicia contencioso-administrativa es la garante de la legalidad de los actos administrativos. Sin embargo, a través de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LEC), la Justicia civil de familia es la competente para conocer de las decisiones de la Administración pública de protección de menores. La consecuencia de este galimatías es que no hay control judicial formal en los protocolos de actuación en las diversas actuaciones y decisiones que toma la administración de protección a los menores y adolescentes. Más allá del caso particular objeto del pleito, el juez no tiene poder sancionador que obligue a la administración pública a modificar sus protocolos. El sistema, así, ni evoluciona ni corrige sus errores.


			La protección judicial tardía no es protección. El sistema actual8 es supuestamente garantista, pues interviene un juez que supervisa la actuación de la administración. Sin embargo, esta intervención es tardía, pues la ley prevé un sistema concreto de oposición a las resoluciones administrativas en materia de menores que retrasa una media mínima de seis meses la decisión del juez sobre la medida tomada por el ejecutivo (y muchas veces el proceso en primera instancia se retrasa más de un año). Además, los sucesivos recursos e instancias, hasta llegar a la audiencia provincial, al Tribunal Supremo, al Constitucional o incluso al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, pueden hacer que la familia biológica no recupere al menor hasta seis o siete años después de la retirada del mismo. Y en muchas ocasiones, pasado tanto tiempo, la decisión es que la familia tiene razón, pero es mejor que el menor no vuelva con ellos porque ya está integrado en otra familia.


			


			

				

					5	Así lo establece la Ley 26/2015, del 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, cuando dice: «Se entenderá que existe situación de desamparo cuando se dé alguna o algunas de las siguientes circunstancias […]» tras detallarlas, la última es: «Cualquier otra situación gravemente perjudicial para el menor».


						En el mismo sentido se recoge en algunas normativas de las comunidades autónomas, como la de Catalunya: la Ley 14/2010 de 27 de mayo, de los derechos y las oportunidades en la infancia y la adolescencia establece que «son supuestos de desamparo: abandono, los malos tratos físicos o psíquicos, los abusos sexuales [...] y cualquier otra situación de desatención o negligencia que atente contra la integridad física o psíquica del menor o la existencia objetiva de otros factores que imposibiliten su desarrollo integral».


				


				

					6	Informe del Defensor del Pueblo, del 1 de enero de 2009.


				


				

					7	Sentencia del TC 221/2002 del 25 de noviembre.


				


				

					8	El sistema de oposición está regulado en el artículo 780 y ss. de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
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